

AUTO NÚMERO: CIENTO OCHENTA Y SIETE.-
Córdoba,      VEINTISIETE        de     OCTUBRE              del año dos mil quince---------------

Y VISTOS: ---------------------------------------------------------------------------------------
---

Estos autos caratulados: “ATALA, DIEGO FERNANDO ADRIÁN Y OTRO – GUARDA NO CONTENCIOSA– ACTUACIONES LABRADAS - CUESTIÓN DE COMPETENCIA ENTRE JUECES DE PRIMERA INSTANCIA” (Expte. n° 2472895), elevados a este Tribunal con motivo de un presunto conflicto negativo de competencia suscitado entre el Juzgado Civil, Comercial, Conciliación y Familia de Jesús María y su par de Deán Funes y los Juzgados de Control, Niñez, Juventud y Penal Juvenil y Faltas de las mencionadas sedes judiciales.

Y CONSIDERANDO: 


I. LOS ANTECEDENTES

1. Con fecha dieciséis de abril de dos mil quince, Diego Fernando Adrián Atala y Gabriela Beatriz Estevez, domiciliados en la ciudad de Córdoba, se presentan ante el Juzgado en lo Civil, Comercial, Conciliación y Familia de Jesús María y solicitan la guarda con fines de adopción del niño Piero Moyano nacido en la ciudad de Jesús María, quien habría sido trasladado, a esa fecha y conforme sus propios dichos, al Hospital Neonatal de la ciudad de Córdoba (fs. 28/32vta.).

El mencionado tribunal le imprime trámite mediante decreto de fecha veinticuatro de abril de dos mil quince (fs. 38).

2. El veinticuatro de agosto de dos mil quince, como consecuencia de la entrada en vigencia del Código Civil y Comercial de la Nación, dicho Tribunal decide remitir los obrados a su par de Control, Niñez, Juventud y Penal Juvenil y Faltas de dicha sede judicial (fs. 49).

3. El Juzgado de Control, Niñez, Juventud y Penal Juvenil y Faltas de Jesús María resuelve no avocarse y enviar nuevamente los obrados al Juzgado remitente al estimar que no se avizora la existencia de una situación de vulneración de los derechos del niño que torne necesaria la adopción de una medida excepcional por parte de la S.E.N.A.F. conforme los extremos establecidos por la Ley n° 9944 (fs. 51/52).

Fundamenta tal posición en el hecho de que las guardas preadoptivas a las que se refiere el artículo 64, inciso “d” de la Ley n° 9944, requieren de la intervención previa del organismo administrativo a través de la aplicación de las medidas excepcionales, lo que no permite arrogar al fuero una competencia directa para el otorgamiento de las guardas preadoptivas.

Esgrime que en el tiempo desde que se inició la causa no se le dio participación a la S.E.N.A.F., lo que permitió que el recién nacido permaneciera en el hogar de los pretensos adoptantes, no observándose a la fecha ningún cambio en las circunstancias fácticas que permita evidenciar que resulta necesario darle intervención a aquel organismo.

4. Nuevamente llegados los autos al Juzgado en lo Civil, Comercial, Conciliación y Familia, se corre vista al Ministerio Público Fiscal (fs. 68) quien dictamina a fs. 69; tras lo cual dicho tribunal resuelve nuevamente apartarse de seguir entendiendo en la causa, en razón de entender que por razones de competencia territorial corresponde intervenir al Juzgado Civil, Comercial, Conciliación y Familia de la ciudad de Deán Funes por hallarse en dicha localidad el domicilio de la progenitora, lo que surge del pedido de restitución formulado a fs. 57/59 y conforme al cual se ordenara la intervención de la UDER de Deán Funes (Cfr. fs. 64/64vta. y 70).


5. Llegada la causa al Juzgado Civil, Comercial, Conciliación y de Familia de la sede judicial de Dean Funes, éste decide remitir las actuaciones al Juzgado de Control, Niñez, Juventud y Penal Juvenil y Faltas de dicha sede judicial por estimar de aplicación la Ley n° 9944 y la consecuente intervención de la S.E.N.A.F. (fs.75 y vta.).

Ello así al entender que conforme dicha normativa y lo señalado por la doctrina, las circunstancias vitales que  pueden dar lugar a una situación de abandono o adoptabilidad son tomadas por el organismo administrativo de protección con control judicial, el que es llevado en Córdoba por los jueces prevencionales de menores y no por los de familia.


6. El Juzgado de Control, Niñez y Penal Juvenil de Dean Funes, mediante Auto Interlocutorio n° 66 de fecha veinticuatro de setiembre de dos mil quince, resuelve no avocarse al conocimiento de las presentes actuaciones y dejar planteada la cuestión negativa de competencia ante este Alto Cuerpo (fs. 83/84vta.).


Para así decidir entiende que conforme surge del artículo 64 de la Ley n° 9944 en tanto que en lo referente al tema en cuestión, esto es, el otorgamiento de guardas preadoptivas -inc. “f”- queda reservado para aquellos casos que se trate de niños sujetos a medidas excepcionales, estableciendo en su último párrafo que compete con carácter exclusivo, y excluyente su dictado a la autoridad de aplicación –S.E.N.A.F. a través de las UDER-; mientras que corresponde a los juzgados con competencia en niñez y juventud el control de la legalidad de dichas medidas dictadas por el organismo administrativo. 


Afirma que cuando en el marco de un proceso judicial de familia iniciado voluntariamente por los guardadores de hecho del niño, se suscita una controversia que involucra al grupo de convivencia y ella ha sido puesta a consideración del magistrado interviniente, corresponde a éste resolver en definitiva en la situación planteada originalmente en la demanda. Aclara que no se advierte de qué manera la transferencia de tal proceso al fuero de Niñez y Juventud, pueda culminar con una resolución que tenga por admitida o no la pretensión contenida en aquella demanda. En consecuencia ‑esgrime- habiéndose ventilado la cuestión ante el órgano judicial con competencia en familia, restaría solo dar intervención al órgano administrativo para que dictamine acerca del estado de adoptabilidad del niño en autos para avanzar en tal sentido, si correspondiese, al modo que lo establece el Código Civil.


Concluye que no hay impedimento de orden legal alguno para que el juez del fuero de Familia resuelva el estado de adoptabilidad de un niño, ya que en última instancia es quien se encuentra en mejores condiciones de hacerlo.


7. Llegada la causa a esta Sede, se corre traslado a la Fiscalía General de la Provincia, quien lo evacua, mediante Dictamen n° E 1050 del 13 de octubre de dos mil quince (fs. 87/91), pronunciándose en el sentido que corresponde intervenir al Juzgado Civil, Comercial, Conciliación y Familia de Jesús María.

8. Dictado el decreto de autos (fs. 92), queda la cuestión de competencia suscitada en condiciones de ser resuelta. 

II. LA COMPETENCIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 

El artículo 165 de la Constitución Provincial en su inciso primero, apartado “b” ‑segundo supuesto‑ habilita al máximo órgano jurisdiccional local a conocer y resolver originaria y exclusivamente, en pleno, de las cuestiones de competencia que se susciten entre los tribunales inferiores. 

Tal supuesto se configura en autos puesto que se plantea un conflicto múltiple negativo de competencia a raíz de los sucesivos no avocamientos del Juzgado Civil, Comercial, Conciliación y Familia de Jesús María y su par de Deán Funes; y los Juzgados de Control, Niñez, Juventud y Penal Juvenil y Faltas de las mencionadas sedes judiciales.

III. EL CASO

La cuestión a zanjar implica dilucidar cuál es el tribunal competente para entender en los presentes obrados en los que se procura discernir una guarda con fines adoptivos con anterioridad al dictado del Código Civil y Comercial de la Nación, que fueron iniciados ante el Juzgado Civil, Comercial, Conciliación y Familia de Jesús María, órgano que resiste su competencia por entender competente a su par de Control, Niñez, Juventud y Penal Juvenil y Faltas; y luego, al Juez Civil, Comercial, Conciliación y Familia de Deán Funes, a raíz del pedido de restitución de la progenitora del niño, domiciliada en esta última localidad.

Por su parte, el Juzgado Civil, Comercial, Conciliación y Familia de Deán Funes entiende que es de aplicación al caso la Ley n° 9944, y que por lo tanto correspondería dar intervención al Juez de Control, Niñez, Juventud y Penal Juvenil y Faltas de dicha sede Judicial, quien también resiste su competencia, elevando los actuados a este Tribunal Superior de Justicia. 

IV. EL INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO 

Este Alto Cuerpo ya ha puesto de manifiesto que la consideración rectora del interés superior del niño que establece la Convención sobre los Derechos de aquel (art. 3 de la misma; art. 3 de la Ley n° 23.061; art. 3, Ley n° 9944
) constituye una pauta cierta que orienta y condiciona no sólo las decisiones sino también la intervención de los tribunales a la hora de velar sobre el porvenir de los menores de edad.

Así, el interés del niño -de rango superior-, opera imperativamente con un papel integrador que llena los eventuales vacíos de la ley y prevalece sobre los preceptos cuya implementación se revele contraria a los derechos de aquél
.

V. EL PRINCIPIO DE PREVENCIÓN 

En este marco, analizadas las singularidades de la causa y el tiempo transcurrido desde la presentación inicial, se estima menester, a los fines de dirimir la cuestión de competencia planteada, acudir al principio de prevención en procura de una eficaz protección de los derechos fundamentales del niño involucrado.

Tal cardinal ha sido instaurado por el nuevo Código Civil y Comercial de la Nación en materia de guardas preadoptivas y adopción en los artículos 609, inciso “a” y 615.

Ello por cuanto el factor tiempo es esencial en todo lo relativo a la regulación de la práctica y forma de la adopción a lo largo de su articulado a los efectos de evitar dilaciones en torno a decisiones trascendentales en la infancia, “…ya que es sabido que el paso del tiempo tiene grandes y graves consecuencias en la vida de los niños, en particular, en su derecho a la identidad”
.

Ello en consonancia con lo establecido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la causa “Forneron vs. Argentina” del 27 de abril de 2012 respecto a la duración razonable del proceso de guarda a los fines de adopción, cuando señala que debe tomarse en cuenta la afectación generada por la duración del procedimiento en la situación jurídica de la persona involucrada en el mismo, considerando, entre otros elementos, la materia objeto de controversia. Así, dicho Tribunal ha establecido que si el paso del tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el procedimiento avance con mayor diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve. Todo ello en función del artículo 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, en relación con los artículos 17.1, 1.1 y 19 del mismo instrumento.

Tal solución guarda plena armonía, además, con lo establecido en el artículo 178 de la Ley n° 10.305, que regula el Código Procesal de Familia, de aplicación analógica al caso, en cuanto específicamente establece que en materia de guarda preadoptiva y juicio de adopción en trámite, se mantendrá la competencia material del fuero de familia hasta su finalización.

En el caso dicha premisa se encuentra reforzada frente a la dificultad de determinar el centro de vida del niño, quien a la fecha cuenta con tan sólo meses de vida; y cuyos guardadores residen en la ciudad de Córdoba, mientras que su madre biológica estaría radicada en la ciudad de Deán Funes.

En este contexto, vale destacar que el expediente se inicia por los interesados Diego Fernando Adrián Atala y Gabriela Beatriz Estevez ante el Juzgado en lo Civil, Comercial, Conciliación y Familia de Jesús María (fs. 28/32vta.), oportunidad en que la madre del niño manifestó su voluntad de entregar en guarda con fines adoptivos a su hijo Piero Moyano (fs. 33).

Habiéndosele dado trámite mediante decreto de fecha veinticuatro de abril de dos mil quince, se dispone la intervención del Asesor Letrado y del Ministerio Público de la sede y se determina la realización de una entrevista psicológica a la madre del niño (fs. 38).

Posteriormente, ante dicho Tribunal se presenta la madre del niño Piero Moyano, con el patrocinio letrado del Asesor Letrado de Jesús María, solicitando la restitución de su hijo (fs. 57/59) en mérito de lo cual se dictan una serie de medidas en pos de resguardar el interés superior del niño (fs. 64/65).

Siendo ello así, lo razonable es que sea dicho Tribunal el que continúe interviniendo a los fines de resolver la guarda y el pedido de restitución del niño de autos, por tratarse del órgano jurisdiccional que se encuentra en mejores condiciones para emitir resolución con la premura que requiere el asunto, a los fines de definir la situación del menor involucrado, conforme a su interés superior.

Tales nociones aplicadas al caso determinan la competencia del Juzgado Civil, Comercial, Conciliación y Familia de Jesús María, lo que así debe ser declarado.

Por ello, y de conformidad a lo dictaminado por el Sr. Fiscal Adjunto de la Provincia,

SE RESUELVE: ------------------------------------------------------------------------------------

I. Declarar que el Juzgado Civil, Comercial, Conciliación y Familia de Jesús María, debe continuar interviniendo en los presentes obrados.

II. Notificar a los Juzgados de Control, Niñez, Juventud y Penal Juvenil y Faltas de Jesús María y de Deán Funes y al Juzgado Civil, Comercial, Conciliación y Familia de Deán Funes y a la Fiscalía General de la Provincia de lo dispuesto en el presente decisorio.

Protocolícese, hágase saber, dese copia y bajen.-

                                                   DR. DOMINGO JUAN SESIN            


               PRESIDENTE
DRA.. AÍDA LUCÍA TARDITTI                                                                             DR. LUIS ENRIQUE RUBIO
                 VOCAL




        
    
                VOCAL 



DRA. M. DE LAS MERCEDES BLANC DE ARABEL 

DR. CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO
       
VOCAL 







VOCAL
DRA. MARÍA MARTA CÁCERES DE BOLLATI                                           DR. SEBASTIÁN CRUZ LOPEZ PEÑA             

VOCAL







VOCAL
� Ver también, Comité Derechos del Niño, Observación general nº 14 (2013) sobre el derecho del niño a que su interés superior sea una consideración primordial.


� Cfr. C.S.J.N., Fallos 331:941.


� Herrrera, Marisa en Lorenzetti, Ricardo Luis (dir.); Código Civil y Comercial de la Nación Comentado, Rubinzal Culzoni, Santa Fe, 2015, t. IV, p. 97 y cc.
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